
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL  

 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE MANIZALES 

 

Manizales, nueve (09) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

INTERLOCUTORIO:  1696/2023 

 RADICACIÓN:  17-001-33-33-755-2015-00318-00 

 MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO   

 DEMANDANTE:     ARIELA ZAPATA VILLADA  

DEMANDADA: MUNICIPIO DE MANIZALES 

LLAMADA EN GARANTÍA:    SEGUROS LA PREVISORA S.A. 

  

 

Mediante escrito enviado al correo electrónico del Despacho el 25 de octubre de 

2023, el apoderado judicial de la parte actora allegó copia del depósito judicial 

por valor de CUARENTA MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y CINCO 

MIL DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS ($40.955.269.oo), consignado 

por el Municipio de Manizales a favor de la accionante.  

 

Revisada por el secretario la cuenta de depósitos judiciales se encontró un título 

Judicial en acatamiento a la orden emitida por este Juzgado en Primera Instancia 

y conformada por el Tribunal Administrativo de Caldas en Segunda Instancia. 

Con base en lo anterior, se ordenará el pago y entrega a la demandante el dinero 

de la obligación perseguida, de la siguiente manera. 

 

• Título Judicial No. 418030001439698 

Cuenta Judicial: 170012045009  

Número de Proceso: 17001333375520150031800 

Identificación Demandado: 890801053 

Razón Social / Nombres Demandado: Municipio de Manizales  

Valor de la Operación $40.955.269 

Fecha: 24 de octubre de 2023 

 

Sin necesidad de más consideraciones este despacho. 

 

 



17-001-33-33-755-2015-00318-00 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Auto Interlocutorio No. 1696 

 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ORDENESE pago del título judicial No. 418030001439698 que se 

encuentra en la cuenta Judicial Nro. 170012045009 por valor $ 40.955.269 a favor 

de la demandante ARIELA ZAPATA VILLADA   

 

SEGUNDO: Hecho lo anterior ORDENAR la cancelación del título judicial así: 

 

• título judicial No. 418030001439698 que se encuentra en la cuenta Judicial 

Nro. 170012045009 por valor $ 40.955.269 a favor de la demandante 

ARIELA ZAPATA VILLADA.  

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ  

 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES  

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO Nº169 , el día 

10/11/2023 

 

 

________________________ 

SIMÓN MATEO ARIAS RUIZ 

SECRETARIO 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES  

  

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023).  

                                                                                                     

  

INTERLOCUTORIO: 774/2023 

RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2022-00102-00 

NATURALEZA: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: JOSÉ LUIS GÓMEZ HERRERA, JULIO CESAR 

GÓMEZ HERRERA, SONIA ELENA GÓMEZ 

HERRERA, ANA MARÍA GÓMEZ HERRERA, 

LAURA ISABEL OSORIO GÓMEZ, JUAN 

SEBASTIÁN GÓMEZ HERRERA - OFELIA 

HERRERA DE GÓMEZ. 
DEMANDADOS:   ESE HOSPITAL  SAN ANTONIO DE MANZANARES 

ASMETSALUD EPS 

LLAMADOS EN  

GARANTÍA:  ESE HOSPITAL SAN ANTONIO DE MANZANARES y 

SEGUROS DEL ESTADO S.A. 

  

 

Con fundamento en el artículo 180 de la Ley 1437 del 2011 se fija como fecha y 

hora para la realización de la AUDIENCIA INICIAL, el:  

  

• DÍA: MARTES, VEINTE (20) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024).  

• HORA: 10:00 A.M.  

  

La mencionada audiencia se realizará de manera virtual a través de la 

plataforma LIFESIZE, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 1º, 3º, 2º 

y 7º del Decreto 806 de 2020 y los artículos 23 y 28 del Acuerdo PCSJA20 – 11567 

del 05 de junio de 2020.   

 

Finalmente y dado que Seguros del Estado allegó subsanación de la 

contestación al llamamiento en garantía acreditando al despacho la remisión 

del poder, desde el correo electrónico de la entidad inscrito en el registro 

mercantil (artículo 5º inciso 3º de la ley 2213 de 2022); SE RECONOCE 



PERSONERIA  a la abogada ANA MARÍA RAMÍREZ PELAEZ identificada 

con la C.C. 41.935.130 para actuar como apoderada judicial de SEGUROS DEL 

ESTADO S.A.  

  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
   

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

SUSTANCIACIÓN:  765/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  ALEXANDER OLAYA MUÑOZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00103-00  

 

  

De conformidad con el numeral 4 inciso segundo de artículo 316 del Código 

General del Proceso, se corre traslado por el término de tres días a la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y al MUNICIPIO DE 

MANIZALES  del escrito que fuera presentado por la apoderada judicial de 

la parte demandante por medio del cual desistió de las pretensiones de la 

demanda en el marco del presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho (Archivo 017 expediente administrativo)  
  

Se recuerda a las partes de éste proceso, que los memoriales que se deseen 

incorporar al proceso, deben ser remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en 

formato PDF., previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 

numeral 14 del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a 

través de canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o 

actuaciones a los demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia 

incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  

 

NOTIFÍQUESE  

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169 notifico a las partes 

la providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 

a.m. 

 

_____________________________ 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

SUSTANCIACIÓN:  766/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  GRACIELA LOAIZA GRISALES. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00126-00  

 

  

De conformidad con el numeral 4 inciso segundo de artículo 316 del Código 

General del Proceso, se corre traslado por el término de tres días a la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y al MUNICIPIO DE 

MANIZALES  del escrito que fuera presentado por la apoderada judicial de 

la parte demandante por medio del cual desistió de las pretensiones de la 

demanda en el marco del presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho (Archivo 020 expediente administrativo)  
  

Se recuerda a las partes de éste proceso, que los memoriales que se deseen 

incorporar al proceso, deben ser remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en 

formato PDF., previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 

numeral 14 del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a 

través de canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o 

actuaciones a los demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia 

incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  

 

NOTIFÍQUESE  

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169 notifico a las partes 

la providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 

a.m. 

 

_____________________________ 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

SUSTANCIACIÓN:  767/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  CONSTANZA MARÍA GONZÁLEZ DUQUE 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00150-00  

 

  

De conformidad con el numeral 4 inciso segundo de artículo 316 del Código 

General del Proceso, se corre traslado por el término de tres días a la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y al MUNICIPIO DE 

MANIZALES  del escrito que fuera presentado por la apoderada judicial de 

la parte demandante por medio del cual desistió de las pretensiones de la 

demanda en el marco del presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho (Archivo 018 expediente administrativo)  
  

Se recuerda a las partes de éste proceso, que los memoriales que se deseen 

incorporar al proceso, deben ser remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en 

formato PDF., previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 

numeral 14 del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a 

través de canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o 

actuaciones a los demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia 

incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  

 

NOTIFÍQUESE  

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169 notifico a las partes 

la providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 

a.m. 

 

_____________________________ 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

SUSTANCIACIÓN:  768/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  LILIANA HERNÁNDEZ CORTES 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00152-00  

 

  

De conformidad con el numeral 4 inciso segundo de artículo 316 del Código 

General del Proceso, se corre traslado por el término de tres días a la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y al MUNICIPIO DE 

MANIZALES  del escrito que fuera presentado por la apoderada judicial de 

la parte demandante por medio del cual desistió de las pretensiones de la 

demanda en el marco del presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho (Archivo 018 expediente administrativo)  
  

Se recuerda a las partes de éste proceso, que los memoriales que se deseen 

incorporar al proceso, deben ser remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en 

formato PDF., previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 

numeral 14 del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a 

través de canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o 

actuaciones a los demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia 

incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  

 

NOTIFÍQUESE  

 
BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

mailto:admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169 notifico a las partes 

la providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 

a.m. 

 

_____________________________ 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1683/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARÍA LUCY CARDONA RIVAS. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00172-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que, el ACTO FICTO que pretende la 

demandante declarar nulo no puede ser considerado como un acto 

administrativo. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, considera este Juzgado que el acto ficto demandado es un 

acto susceptible de ser demandado pues opera el silencio administrativo 

negativo, que es cuando transcurre un determinado tiempo y la 

Administración no manifiesta su voluntad respecto de una solicitud en 

particular lo que permite al interesado el acceso a la adminsitracion de 



justicia como es el caso, por lo cual para el despacho el acto ficto es el acto 

objeto de debate en la presente demanda. 

 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” y “PRESCRIPCIÓN” propuesta por el Municipio de 

Manizales, en razón a que esta se promueve desde el criterio material, será 

resuelta en la sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 28 de 

octubre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 28 de julio de 2021, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de 

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 



impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  



 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 



 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

Solicita oficiar al Municipio de Manizales para que aporte con destino a la 

presente actuación, los medios probatorios que den cuenta de la trazabilidad, 

con inclusión de los tiempos en que se evacuó cada una de las etapas del 

trámite administrativo previsto para la actividad operativa de “liquidación de 

las cesantías e intereses sobre cesantías” del docente accionante, 

correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a Fiduprevisora S.A. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante y el FOMAG 

por considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del 

asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 



administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA identificada con C.C. 

1.75.262.068 y T.P. 299.261, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA 

identificado con C.C. 30.402.413 y T.P. 257.149 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 

 

 0 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



2023 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1684/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  JULIANA ANDREA RAMÍREZ LÓPEZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00173-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



Propone la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, la “caducidad” indicando que debe 

contabilizar el término de cuatro (4) meses para interponer acción de nulidad 

y restablecimiento del derecho pretendido en la presente, a partir del acto 

expreso que negó el reconocimiento de la sanción. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, el acto demandado corresponde a un acto ficto siendo el 

acto objeto de debate en la presente demanda y conforme a lo establecido en 

el literal d) del art. 164 del CPACA, cuando la demanda se dirija contra actos 

administrativos producto del silencio administrativo, la demanda podrá ser 

presentada en cualquier tiempo, como es el caso del presente asunto, por lo 

tanto, no prospera la excepción de caducidad. 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón a 

que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la sentencia 

que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 22 de 

diciembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 22 de septiembre de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 



liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 



¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  



• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 



consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

ISOLINA GENTIL MANTILLA identificada con C.C. 1091660314 y T.P. 

239773, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1685/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARIO ANDRÉS OTALVARO GAITÁN. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES.  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00179-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que, el ACTO FICTO que pretende la 

demandante declarar nulo no puede ser considerado como un acto 

administrativo. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, considera este Juzgado que el acto ficto demandado es un 

acto susceptible de ser demandado pues opera el silencio administrativo 

negativo, que es cuando transcurre un determinado tiempo y la 

Administración no manifiesta su voluntad respecto de una solicitud en 

particular lo que permite al interesado el acceso a la adminsitracion de 



justicia como es el caso, por lo cual para el despacho el acto ficto es el acto 

objeto de debate en la presente demanda 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón a 

que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la sentencia 

que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 20 de 

noviembre del 2021, frente a la petición presentada ante el MUNICIPIO DE 

MANIZALES, el día 20 de agosto de 2021, en cuanto negó el reconocimiento 

y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no consignación oportuna de las 

cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, equivalente a un (1) día 

de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 

fecha en que debió efectuarse el pago de las cesantías del año 2020, en el 

respectivo Fondo Prestacional y hasta el momento en que se acredite el pago 

de los valores correspondientes en la cuenta individual del docente, así como 

también niegan el derecho a la INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 

52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991, 

indemnización que es equivalente al valor cancelado de los intereses 

causados durante el año 2020, los cuales fueron cancelados superado el 

término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 y como consecuencia 

le reconozca y pague la indemnización por el pago tardío de los intereses y la 

sanción mora por el no pago oportuno de las cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 



de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

➢ PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 



Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 



• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

OFICIAR a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN, para que aporte con destino a 

la presente actuación, los medios probatorios que den cuenta de la 

trazabilidad, con inclusión de los tiempos en que se evacuó cada una de las 

etapas del trámite administrativo previsto para la actividad operativa de 

“liquidación de las cesantías e intereses sobre cesantías” del docente 

accionante, correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a 

Fiduprevisora S.A. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 



administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA identificada con C.C. 

1.75.262.068 y T.P. 299.261, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1686/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARÍA MARGOT CARMONA QUINTERO. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00193-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



Propone la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, la “caducidad” indicando que debe 

contabilizar el término de cuatro (4) meses para interponer acción de nulidad 

y restablecimiento del derecho pretendido en la presente, a partir del acto 

expreso que negó el reconocimiento de la sanción. 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, el acto demandado corresponde a un acto ficto siendo el 

acto objeto de debate en la presente demanda y conforme a lo establecido en 

el literal d) del art. 164 del CPACA, cuando la demanda se dirija contra actos 

administrativos producto del silencio administrativo, la demanda podrá ser 

presentada en cualquier tiempo, como es el caso del presente asunto, por lo 

tanto, no prospera la excepción de caducidad. 

 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 22 de 

diciembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 22 de septiembre de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el DEPARTAMENTO DE CALDAS guardó silencio  

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 



¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 



Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 



Guardó silencio.  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

MARIA EUGENIA SALAZAR PUENTES identificada con C.C. 52.959.137 y 

T.P. 256.081, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

 

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 



 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1887/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  NANCY ESTELLA RENDON ORTIZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00194-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuesta por el Departamento de Caldas, en razón a 

que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la sentencia 

que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 21 de 

mayo de 2022 frente a la solicitud presentada el día 21 de febrero de 2022, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 

orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 

un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 



Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 

desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este  el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS O AMBAS LAS RESPONSABLES 

DEL PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO 

DE LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 



003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la 

vigencia del año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este 

concepto en esa fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 



 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 



BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO identificada con C.C. 55.313.766 y 

T.P. 189.320, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1888/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  OLGA MILENA VELÁSQUEZ BURITICA. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00214-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” y “PRESCRIPCION” propuestas por el Municipio de 

Manizales y el FOMAG, en razón a que esta se promueve desde el criterio 

material, será resuelta en la sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 22 de 

diciembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 22 de septiembre de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 



mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de 

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 

acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 



las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 



- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 



 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 y 011 del E.D). 

 

SE OFICIE al Municipio de Manizales a fin de que allegue al plenario Copia 

Íntegra del expediente administrativo contentivo de todas las actuaciones 

realizadas por el (la) docente OLGA MILENA VELASQUEZ BURITICA 

identificado (a) con C.C 30391569. 

 

Se informe la fecha en que remitió la información correspondiente a la 

liquidación de los intereses a las cesantías para la anualidad 2020 y 2021 al 

MENFOMAG del (la) docente OLGA MILENA VELASQUEZ BURITICA 

identificado (a) con C.C 30391569 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 



derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

YAHANI GENES SERPA identificada con C.C. 1.063.156.674 y T.P. 256.137, 

como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada GLORIA YANETH OSORIO PINILLA 

identificado con C.C. 30.402.413 y T.P. 257.149 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1689/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  GLORIA ESPERANZA GARCÍA GALINDO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS  

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00221-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuestas por el Departamento de Caldas y el 

FOMAG, en razón a que esta se promueve desde el criterio material, será 

resuelta en la sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 25 de 

junio de 2022 frente a la solicitud presentada el día 25 de marzo de 2022, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 

aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 



mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 

orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 

un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 

Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 

desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 



 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS  O AMBAS LAS RESPONSABLES 

DEL PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO 

DE LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 



en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la 

vigencia del año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este 

concepto en esa fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 y 010 del E.D). 

 

SE OFICIE al Departamento de Caldas a fin de que allegue al plenario Copia 



Íntegra del expediente administrativo contentivo de todas las actuaciones 

realizadas por el (la) docente GLORIA ESPERANZA GARCIA GALINDO 

identificado (a) con C.C 25220434. 

 

Se informe la fecha en que remitió la información correspondiente a la 

liquidación de los intereses a las cesantías para la anualidad 2020 y 2021 al 

MENFOMAG del (la) docente GLORIA ESPERANZA GARCIA GALINDO 

identificado (a) con C.C 25220434. 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 012 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas.  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 



 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

YAHANI GENES SERPA identificada con C.C. 1.063.156.674 y T.P. 256.137, 

como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1690/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  SOLANYE RAMÍREZ CONTRERAS. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00232-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón a 

que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la sentencia 

que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 20 de 

noviembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 20 de agosto de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 



acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 



incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 



corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 



➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados MILENA LYLYAN RODRIGUEZ 

CHARRIS identificada con C.C. 32.859.423 y T.P. 103.577del C.S. de la J y 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO identificada con C.C. 55.313.766 y 

T.P. 189.320, como apoderada principal y sustituta, respectivamente, del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1691/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  JENNY MARCELA GONZÁLEZ HINCAPIÉ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00233-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales” al considerar que dieron respuesta a la solicitud, lo 

anterior da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso 

 

Respecto a la excepción promovida por el FOMAG, para su estudio, es 

preciso decir que, no acreditó el demandado el acto administrativo que 

refiere como contestación a la solitud, tampoco son claras las razones por las 

cuales refiere que existe una ineptitud sustancial de la demanda por lo cual 

para el despacho el acto ficto es el acto objeto de debate en la presente 

demanda. 



En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón a 

que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la sentencia 

que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 20 de 

noviembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 20 de agosto de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, Descendiendo al tema 

que nos ocupa es claro que la figura jurídica de la sanción moratoria 

encuentra dos fuentes normativas distintas (Ley 50 de 1990 y Ley 244 de 1995 

modificada por la Ley 1071 de 2006), se origina en causas disímiles, es claro 

que se trata no solo de dos regímenes completamente disimiles tanto en la 

liquidación como en la forma de pago, sino que además cada una de ellas 

tiene destinatarios distintos, pues se itera, la ley 50 de 1990 prevé su 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



aplicación a los servidores públicos del nivel territorial afiliados a un fondo 

privado de cesantías y los docentes son empleados públicos del orden 

nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 

especial de la Nación, mientras que los trabajadores particulares tienen 

derecho a escoger libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad 

pueda generar a la administración de las mismas 

 

En el régimen especial docente no existe consignación anual antes del 15 de 

febrero, teniendo en cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se 

descuenta del presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte 

del situado fiscal para reservar el valor del pasivo prestacional de los 

docentes, incluyendo las cesantías, descartando inmediatamente la sanción 

mora por consignación extemporánea 

 

De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se 

desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las 

cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial son 

más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de  

inescindibilidad esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la 

jurisprudencia. 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que el legislador estableció un 

régimen especial para los docentes estatales en lo concerniente a la 

liquidación, reconocimiento y pago de cesantías e intereses a las cesantías, 

creando para tal efecto un Patrimonio Autónomo adscrito a la Nación 

denominado FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FOMAG-, cuya administración y representación legal se 

encuentra en cabeza de FIDUPREVISORA, en virtud del contrato de fiducia 

mercantil suscrito con el Ministerio de Educación Nacional 

El régimen especial de los docentes estatales afiliados al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, 

les impide afiliarse a otro fondo administrador de cesantías como el FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO O UNO DE CARÁCTER PRIVADO, y no le 

impone a las entidades territoriales la carga jurídica de efectuar los aportes 

de cesantías e intereses a las cesantías a cada docente adscrito a su planta de  

personal, en los términos de la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991, pues 

conforme a la naturaleza jurídica de dicho patrimonio autónomo y de 



acuerdo con el procedimiento establecido por su Consejo Directivo mediante 

ACUERDO 39 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 1998 

Así entonces resulta improcedente aplicar al Municipio de Manizales la 

sanción moratoria contemplada en la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 

1991 y pretendida por el demandante, toda vez que por tratarse de un (a) 

docente estatal afiliado (a) al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG-, Patrimonio Autónomo de la 

Nación y no Administradora de Fondos de Cesantías (como sí lo es el Fondo 

Nacional del Ahorro), las disposiciones que rigen su relación jurídica son las 

contenidas en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, trámite dentro del 

cual ninguna entidad territorial tiene la carga legal de consignar al FOMAG 

las cesantías y los intereses a las cesantías de los educadores adscritos a su 

planta de personal, teniendo en cuenta que su reconocimiento y pago está en 

cabeza de FIDUPREVISORA, como vocera y administradora de los recursos 

del mencionado Fondo 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS?  

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 



incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al MUNICIPIO DE MANIZALES, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en MUNICIPIO 

DE MANIZALES Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la 

que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como 

docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa 

fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 



corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 

incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 del E.D). 

 

OFICIAR al SECRETARIA DE EDUCACIÓN, para que aporte con destino a 

la presente actuación, los medios probatorios que den cuenta de la 

trazabilidad, con inclusión de los tiempos en que se evacuó cada una de las 

etapas del trámite administrativo previsto para la actividad operativa de 

“liquidación de las cesantías e intereses sobre cesantías” del docente 

accionante, correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a 

Fiduprevisora S.A. 

 

2.3. MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante y el FOMAG 

por considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del 

asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 



 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados SANDRA MILENA BURGOS 

BELTRAN identificada con C.C. 45.532.162 y T.P. 132.578 del C.S. de la J y 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA identificada con C.C. 

1.75.262.068 y T.P. 299.261, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería a la abogada LINA MARCELA OSORIO OSORIO 

identificado con C.C. 30.395.429 y T.P. 128.452 del C.S. de la J, para actuar 

como apoderada judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder 

adjunto con la contestación de la demanda 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1692/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARÍA MÓNICA GALVIS ACEVEDO. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00248-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud sustantiva de la demanda”, 

“Falta de integración de litisconsorte necesario” e “indebida representación 

del demandante”. 

 

Respecto a la excepción de “ineptitud sustantiva de la demanda”, es preciso 

decir que, el demandado no acreditó el acto administrativo que refiere como 

contestación a la solitud, por lo cual para el despacho el acto ficto es el acto 

objeto de debate en la presente demanda, tampoco expone las razones por las 

cuales no puede ser considerado un acto administrativo.  

 



En relación a la excepción denominada “Falta de integración de litisconsorte 

necesario” Dicha excepción no tiene vocación prosperar como quiera que, 

desde el auto admisorio de la demandada del 6 de febrero de 2023, se vinculó 

al Departamento de Caldas, pues la demanda desde su presentación se 

dirigió en contra de la entidad departamental.  

 

Y finalmente frente a la excepción denominada “indebida representación del 

demandante” considera el despacho que, el poder allegado al proceso faculta 

al apoderado de la parte demandante para reclamar tanto el pago tardío de 

los intereses a las cesantías, como la sanción moratoria por consignación 

extemporánea, por lo que las facultades otorgadas en el poder corresponden 

a lo pretendido en la demanda.  

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Departamento de Caldas, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 21 de 

diciembre de 2022 frente a la solicitud presentada el día 21 de septiembre de 

2022, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, por cuanto a los docentes 

no les es aplicable la Ley 50 de 1990, en el entendido de que estos no ostentan 

la calidad de trabajadores privados, ya que son un régimen exceptuado y por 

su naturaleza no le es aplicable el CST. De otra parte, es menester memorar 

que de conformidad con el artículo 1 del Decreto 1582 de 1998 son 

destinatarios del régimen de liquidación y pago de las cesantías contemplado 

en la ley 344 de 1996, los servidores públicos del nivel territorial y vinculados 

a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos privados de 

cesantías, circunstancia que valga decir, no es aplicable a los docentes 

vinculados al régimen especial docente. 

 

Ahora respecto a la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías la Ley 52 de 1975, es de aplicación exclusiva para trabajadores 

particulares y no para los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma 

especial, y se les aplica para el pago de los intereses a las cesantías el artículo 

15 de la Ley 91 de 1989De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 

de 1975, se desmejorarían sus condiciones respecto de la prestación “intereses 

a las cesantías” debido a que las condiciones dadas por su régimen especial 

son más favorables que las otorgadas para el régimen general, debido a que la 

liquidación de intereses para los docentes afiliados al FOMAG se realiza 

sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con una tasa superior a la 

descrita en la norma general, que corresponde al DTF certificado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia 

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 

orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 



un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 

Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 

desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 



demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la 

vigencia del año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este 

concepto en esa fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 



incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

2.2. NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG. 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

Solicita oficiar al Departamento de Caldas a efectos que aporte las pruebas 

documentales que permitan evidenciar el tramite realizado respecto a la 

solicitud radicada por el demandante 

 

Que el demandante pruebe que son sus cesantías anualizadas las que no 

hicieron parte de los recursos trasladados por las diferentes fuentes al 

FOMAG para las cesantías del año 2020 

 

2.3. DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante y el FOMAG 

por considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del 

asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 



 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería a los abogados MILENA LYLYAN RODRIGUEZ 

CHARRIS identificada con C.C. 32.859.423 y T.P. 103577 del C.S. de la J y 

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO identificada con C.C. 

1.022.383.288 y T.P. 290.488, como apoderada principal y sustituta, 

respectivamente, del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

INTERLOCUTORIO:  1695/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                LEIDY TATIANA ALVARAN ROJAS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE 

MANIZALES 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00249-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, propone la “Ineptitud sustantiva de la demanda”, 

“Falta de integración de litisconsorte necesario” e “indebida representación 

del demandante”. 

 

Respecto a la excepción de “ineptitud sustantiva de la demanda”, es preciso 

decir que, el demandado no acreditó el acto administrativo que refiere como 

contestación a la solitud, por lo cual para el despacho el acto ficto es el acto 

objeto de debate en la presente demanda, tampoco expone las razones por las 

cuales no puede ser considerado un acto administrativo.  

 



En relación a la excepción denominada “Falta de integración de litisconsorte 

necesario” Dicha excepción no tiene vocación prosperar como quiera que, 

desde el auto admisorio de la demandada del 31 de julio de 2023, se vinculó 

al Municipio de Manizales, pues la demanda desde su presentación se dirigió 

en contra de la entidad Municipal.  

 

Y finalmente frente a la excepción denominada “indebida representación del 

demandante” considera el despacho que, el poder allegado al proceso faculta 

al apoderado de la parte demandante para reclamar la sanción moratoria por 

pago extemporáneo, por lo que las facultades otorgadas en el poder 

corresponden a lo pretendido en la demanda.  

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Municipio de Manizales, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del ACTO FICTO O PRESUNTO configurado el día 28 

de febrero de 2023, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCION P0R 

MORA a la accionante establecida en la Ley 1071 de 2006 y la Ley 57 de la Ley 

1955, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados 

desde los QUINCE (15) días, hábiles después de haber radicado la solicitud 

de La cesantía ante la demandada y cuarenta y cinco dias habilas siguientes al 

moento en quedo ejecutoriado el acto administrativo y como consecuencia le 

reconozca y pague la sanción moratoria, equivalente a un (1) día de su salario 

por cada día de retardo, contados desde los SETENTA (70) días hábiles 

después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta 

cuando se hizo efectivo el pago de la misma 

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO las pretensiones carecen de sustento fáctico y 

jurídico necesario para que las mismas prosperen, 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



Señala que a los docentes no les es aplicable la Ley 50 de 1990, en el entendido 

de que estos no ostentan la calidad de trabajadores privados, ya que son un 

régimen exceptuado y por su naturaleza no le es aplicable el CST. De otra 

parte, es menester memorar que de conformidad con el artículo 1 del Decreto 

1582 de 1998 son destinatarios del régimen de liquidación y pago de las 

cesantías contemplado en la ley 344 de 1996, los servidores públicos del nivel 

territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a 

los fondos privados de cesantías, circunstancia que valga decir, no es 

aplicable a los docentes vinculados al régimen especial docente 

 

Los docentes son destinatarios del régimen especial consagrado en la Ley 91 

de 1989 como empleados públicos del orden nacional. - Se encuentran 

afiliados de forma obligatoria al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y no a una cuenta individual elegida por el docente. - Tanto la 

liquidación de las cesantías como el trámite de la consignación son distintos 

para uno y otro régimen, circunstancia que abre paso a la necesidad de 

verificar si es dable la aplicación del principio de favorabilidad como 

consecuencia de la inexistencia de la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de las cesantías en el régimen especial docente. - Se 

debe probar la mala fe del empleador que para el caso en concreto es la 

entidad territorial, pues esta es quien funge como empleadora. - Los docentes 

gozan de beneficios, los cuales fueron mencionados en acápites anteriores que 

resultan más favorables que los señalados en la Ley 50 de 1990. - A los 

docentes no les es aplicable la norma general, ya que estos no escogen un 

fondo, sino que, por voluntad del legislador, estos automáticamente son 

afiliados al FOMAG. - Teniendo en cuenta de donde provienen los recursos 

del Fondo, no es posible dar aplicación a la norma impetrada por la parte 

actora - No están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda, en 

virtud del principio de especialidad e inescindibilidad de la norma 

 

Por su parte el Municipio de Manizales señala que Con fundamento en la Ley 

1071 de 2006, Ley 91 de 1989 y el Decreto 1272 de 2018 que estableció una 

delegación de FUNCIONES MERAMENTE OPERATIVAS en las Secretarías 

de Educación de las entidades territoriales para el trámite de reconocimiento 

de prestaciones sociales de los docentes estatales ante la entidad fiduciaria 

administradora de los recursos del FOMAG, pero conservando esa fiduciaria 

la función de toma de decisiones relacionadas con la APROBACIÓN O 

NEGACIÓN de las mismas, así como la LIQUIDACIÓN Y PAGO DE LAS 

PRESTACIONES ECONÓMICAS A SU CARGO, solicitadas por los docentes 

a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales a las que 

se encuentran adscritos. 

 

De la lectura de la norma en cita. se advierte claramente que las Secretarías de 

Educación Municipales se circunscriben a simples actuaciones de trámite 

como es la elaboración del acto administrativo de reconocimiento, conforme a 



los parámetros establecidos por el FONDO y la norma aplicable, pero la 

APROBACIÓN Y PAGO se encuentra a cargo de la sociedad fiduciaria quien 

es la encargada del manejo de los recursos del FONDO. Es tan cierto lo 

anterior, que si la entidad territorial MUNICIPIO DE MANIZALES llegase a 

expedir un acto administrativo que reconozca una prestación con cargo al 

FONDO sin contar con su aprobación, el mismo carecería de eficacia jurídica. 

 

2.3. PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

 
• ¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE 

LA SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN LA LEY 244 DE 1995, MODIFICADA 

POR LEY 1071 DE 2006, POR CONCEPTO DEL PAGO INOPORTUNO DE 

CESANTÍAS?  

  

EN CASO AFIRMATIVO  

 

• ¿ES EL FOMAG O EL MUNICIPIO DE MANIZALES O AMBAS LA RESPONSABLE 

DEL PAGO DE LA SANCION MORATORIA CONFORME A LA LEY 1955 DE 2019, 

ARTÍCULO 57 

 

• RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA?   

 

 

Lo anterior sin perjuicio de que al momento de emitir sentencia se pueda 

abordar otros problemas jurídicos relevantes para la decisión del asunto 

planteado. 

 

DECRETO DE PRUEBAS.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 Y 

003 del E.D) 

 

La parte demandante no hizo solicitud especial de práctica de pruebas  

 



2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

MINISTERIO DE EDUCACION – F.N.P.S.M 

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 010 del E.D) 

 

• Solicita se Requiera a la Secretaría de Educación a efectos de que aporte las 

pruebas documentales que permitan evidenciar el trámite realizado 

respecto de la solicitud radicada por la demandante.  

 

•  Que el demandante pruebe que son sus cesantías anualizadas las que no 

hicieron parte de los recursos trasladados por las diferentes fuentes al 

FOMAG para las cesantías del año 2020. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del pago de la sanción mora por el pago 

extemporáneo de la cesantía por lo que se niegan las solicitadas.  

 
MUNICIPIO DE MANIZALES  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D) 

 
La parte demandada no hizo solicitud especial de práctica de pruebas  

 

TRASLADO DE ALEGATOS 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo solicitud de pruebas por decretar, toda vez que se trata de un 

asunto de puro derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada 

conforme con lo dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO 

A LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten 

sus ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el 

Ministerio Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 
 

Se reconoce personería a las abogadas MILENA LYLYAN RODRIGUEZ 

CHARRIS identificada con C.C. 32.859.423 y la T.P 103.577 y DIANA MARIA 

HERNANDEZ BARRETO identificado con C.C. 1.022.383.288 y T.P. 290.488, 

como apoderada principal y sustituto, respectivamente, del Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 



 

Se reconoce personería al abogado CARLOS ANDRES GONZALEZ OSSA  

identificado con C.C. 75.087.917 y T.P. 134.775 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Municipio de Manizales, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda. 

 

Finalmente, se insta a las partes, para que los memoriales que se deseen 

incorporar al expediente, sean remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en formato 

PDF, previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 numeral 14 

del CGP y artículo 3 del decreto 2213 de 2022, relativo al envío a través de 

canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones a los 

demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia incorporada al mensaje 

enviado a la autoridad judicial. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 
 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ  
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 11/08/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1693/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  VIVIANA BEDOYA OSORIO. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS. 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00256-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones no 

contestó la demanda en la oportunidad procesal 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Departamento de Caldas, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 



De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 24 de 

noviembre de 2021 frente a la solicitud presentada el día 24 de agosto de 

2021, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 

1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 

retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse 

el pago de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y 

hasta el momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes 

en la cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 

orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 

un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 

Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO no 

contestó la demanda  

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 



Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la 

vigencia del año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este 

concepto en esa fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 



incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA - DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 011 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda. 

 



NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

 

Manizales, nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023)  

                                                                                                    

 

INTERLOCUTORIO:  1694/2023 

MEDIO DE CONTROL:                 NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  OSMAN GIL VARGAS. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO 

DE CALDAS 

RADICACIÓN:                                 17-001-33-39-006-2023-00257-00  

 

   

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 

 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

Bajo esta premisa normativa, en los asuntos en que no haya lugar a la 

práctica de pruebas o con las aportadas sea suficiente para dirimir la 

controversia, el juez contencioso administrativo puede prescindir de la 

realización de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 del CPACA y en 

su lugar, proceder mediante auto a resolver lo atinente a la fijación del litigio 

y sobre las pruebas aportadas por las partes. 

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, procederá esta célula 

judicial a impartir el tramite previsto en la citada norma 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 2080 de 

2021, se procede a resolver las excepciones previas formuladas por las 

entidades demandadas. 

 

La Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones no 

contestó la demanda en la oportunidad procesal 

 

En relación a la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”” propuesta por el Departamento de Caldas, en razón 

a que esta se promueve desde el criterio material, será resuelta en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 



De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A1 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 

 

Establecer la legalidad del acto administrativo ficto configurado el día 23 de 

junio de 2022 frente a la solicitud presentada el día 23 de marzo de 2022, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde el 15 de febrero de 2021 fecha en que debió efectuarse el pago 

de las cesantías del año 2020, en el respectivo Fondo Prestacional y hasta el 

momento en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la 

cuenta individual del docente, así como también niegan el derecho a la 

INDEMNIZACIÓN, por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se 

encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y 

el Decreto Nacional 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superado el término legal, esto es, después del 31 de enero de 2021 

y como consecuencia le reconozca y pague la indemnización por el pago 

tardío de los intereses y la sanción mora por el no pago oportuno de las 

cesantías.  

 

Por su parte el Departamento de Caldas señala que el convocante indica que 

el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial 

de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica. También manifiesta que de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, le asignó como competencia al FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MANGISTERIO el pago 

de la CESANTIA de los docentes. 

 

Conforme a lo anterior, la responsabilidad para el reconocimiento y pago de 

prestaciones es del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, y ante la certeza de Ley, no hace necesaria la vinculación 

del DEPARTAMENTO DE CALDAS al presente proceso. En este mismo 

orden de ideas, me permito indicar que, el personal docente se encuentra 

regulado en materia prestacional por un régimen excepcional, el cual incluye 

un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e intereses sobre estas. 

Este régimen excepcional se encuentra establecido en la Ley 91 de 1989, y es 
                     
1 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



desarrollado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 

23 de julio de 2018 y complementado por las Leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 

1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras. Lo expuesto por la parte actora es 

cierto en el sentido de que se debe aplicar la Ley 91 de 1989, al ser este el 

régimen excepcional para los docentes y allí no está consagrada la 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA, entonces mal haría señor Juez en 

reconocer una sanción inexistente en un régimen exceptuado 

 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO no 

contestó la demanda  

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿TIENE DERECHO LA PARTE DEMANDANTE A QUE SE LE RECONOZCA Y PAGUE LA 

SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY  50 DE 1990 

POR LA NO CONSIGNACIÓN OPORTUNA DE LAS CESANTÍAS DEL AÑO 2020, ASÍ COMO 

AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1º DE LA LEY 52 DE 

1975 Y EL DECRETO 1176 DE 1991? 

 

EN CASO AFIRMATIVO 

 

¿ES EL FOMAG O EL DEPARTAMENTO DE CALDAS O AMBAS LAS RESPONSABLES DEL 

PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA Y LA INDEMNIZACIÓN POR EL PAGO TARDÍO DE 

LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO INDEXADO DE LA SUMAS RECLAMADAS POR 

CONCEPTO DE SANCIÓN POR MORA Y LOS INTERESES? 

 

¿RESULTA PROCEDENTE EL PAGO PAGO DE INTERESES MORATORIOS A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE DE LA FECHA DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA Y POR EL TIEMPO 

SIGUIENTE HASTA QUE SE EFECTÚE EL PAGO DE LAS SANCIONES MORATORIAS? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que, al proferirse la sentencia se aborden otros 

problemas jurídicos. 

 

➢ Decreto de pruebas.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 



Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 002 y 

003 del E.D). 

 

Solicitó las siguientes pruebas: 

 

- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, y al MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. 

Pidiendo igualmente en este punto: 

 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la 

copia del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite 

presupuestal que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se 

realizó algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado 

algún pago – consignación – por concepto de las cesantías que 

corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la respectiva 

constancia de este documento del reporte o informar sobre el trámite 

dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta 

cesantía anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al 

servicio de esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación 

por parte de esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag.  

 

2. Certificación en la que conste que los demandantes laboran en 

DEPARTAMENTO DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la 

vigencia del año 2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este 

concepto en esa fecha. Solicitando igualmente al respecto: 

 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que 

corresponda al concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor 

del docente que aparece como demandante en el FONDO 

PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le 

corresponden al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que 



incluye el valor de las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta 

el año 2020. 

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA - DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 009 del E.D). 

 

No hizo solicitud especial de practica de pruebas  

 

Se NIEGAN las pruebas solicitadas por la parte demandante por 

considerarse inconducentes e innecesarias, para resolver el fondo del asunto.  

 

De acuerdo a las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a 

los docentes demandantes, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado por cada uno de 

los demandantes al servicio de la entidad territorial durante la vigencia del 

año 2020, o la fecha en que se realizó reporte sin haber consignado, o el acto 

administrativo de reconocimiento de la cesantía anual y la fecha en que 

fueron cancelados los intereses. 

 

Se precisa que, con las pruebas aportadas, se reúnen los elementos jurídicos 

necesarios para adoptar la decisión de fondo, esto es, de definir la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 al grupo de docentes demandantes y 

que se encuentran afiliados al FOMAG. 

 

➢ Traslado de alegatos 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo pruebas por decretar, toda vez que se trata de un asunto de puro 

derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada conforme con lo 

dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO A LAS PARTES 

POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten sus 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el Ministerio 

Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 

 

Se reconoce personería al abogado ALEX LEONARDO MARULANDA RUIZ 

identificado con C.C. 80.154.747 y T.P. 142.287 del C.S. de la J, como 

apoderado judicial del Departamento de Caldas, conforme al poder adjunto 

con la contestación de la demanda. 

 



NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

BIBIANA MARÍA LONDOÑO VALENCIA  

JUEZ 

 

 

 
  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Por anotación en ESTADO Nº 169, notifico a las partes la 

providencia anterior, hoy 10/11/2023 a las 8:00 a.m. 

 

 

_______________________ 
SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

O 
 

 


